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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 112/00 
CASO 11.099 
YONE CRUZ OCALIO
 (Perú)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Yone Cruz Ocalio
Peticionario (s): Centro de Estudios y Acción para la Paz (CEAPAZ)
Estado: Perú
Informe de Fondo Nº: 112/00, publicado el 4 de diciembre de 2000
Informe de Admisibilidad: Analizado junto con el Informe de Fondo Nº 112/00
Temas: Derecho a la Vida / Derecho a la Integridad Personal / Derecho a la Libertad Personal / Derecho a Reconocimiento de la Personalidad Jurídica / Garantías Judiciales / Protección Judicial / Detención Arbitraria / Desaparición Forzada / Memoria, Verdad y Justicia / Tortura, Tratos Crueles, Inhumanos y/o Degradantes
Hechos: El Estado peruano, a través de efectivos de la Policía Nacional, detuvo al señor Yone Cruz Ocalio el 24 de febrero de 1991, en la estación agropecuaria Tulumayo, Aucayacu, provincia de Leoncio Prado, departamento de Huánuco, Perú, de donde había sido conducido a la Base Militar de Tulumayo. Posteriormente, el señor Yone Cruz ocalio desapareció.
Derechos violados: La CIDH concluyó el Estado peruano era responsable de la desaparición forzada del señor Yone Cruz Ocalio, y, en consecuencia, violó el derecho a la libertad (artículo 7), el derecho a la integridad personal (artículo 5), el derecho a la vida (artículo 4), el derecho a la personalidad jurídica (artículo 3) y el derecho a un recurso judicial efectivo (artículos 8 y 25) consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Igualmente, el Estado peruano incumplió su obligación general de respetar y garantizar el ejercicio de estos derechos consagrados en la Convención, en los términos del artículo 1(1) de dicha Convención.


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2020

	1. Llevar a cabo una investigación completa, imparcial y efectiva para determinar las circunstancias de la desaparición del señor Yone Cruz Ocalio y para sancionar a los responsables con arreglo a la legislación peruana.
	Pendiente de cumplimiento

	2. Dejar sin efecto toda medida interna, legislativa o de otra naturaleza, que tienda a impedir la investigación, el procesamiento y la sanción de los responsables de la desaparición forzada del señor Yone Cruz Ocalio.  En tal virtud, el Estado debe dejar sin efecto las Leyes Nos. 26479 y 26492.
	Cumplimiento total


	3. Adoptar las medidas necesarias para que los familiares del señor Yone Cruz Ocalio reciban adecuada y oportuna reparación por las violaciones aquí establecidas.
	Cumplimiento total
 


III. Actividad Procesal
1. El 22 de febrero de 2001, la Comisión emitió el Comunicado de Prensa Conjunto suscrito por el entonces Ministro de Justicia del Perú, Diego García Sayan, durante una reunión de trabajo sostenida en el marco del 110º Periodo de Sesiones de la CIDH, en la cual el Estado peruano asumió el compromiso de acelerar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la CIDH en 159 informes de fondo comprendidos en los literales C y D del Comunicado. El presente caso forma parte del literal C del Comunicado
. 
2. La CIDH celebró Reuniones de Trabajo con las partes en el marco de los Periodos de Sesiones 141º (29 marzo 2011), 144º (marzo 2012) y 147º (marzo 2013), en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 

3. El 26 de marzo de 2014, durante el 150º Período de Sesiones se realizó una Reunión de Trabajo en seguimiento al Comunicado de Prensa Conjunto en la cual los peticionarios y representantes del Estado peruano firmaron un acta en la cual el Estado asumió varios compromisos. Las partes suscribieron otra acta el 14 de noviembre de 2014, después de la Reunión de Trabajo realizada el 29 de octubre de 2014 durante el 153º Periodo de Sesiones de la CIDH.  

4. El 21 de marzo de 2015, la CIDH sostuvo una Reunión de Trabajo con las partes en el marco de su 154º Periodo de Sesiones en seguimiento a los compromisos asumidos por el Estado peruano en el Comunicado de Prensa Conjunto. 

5. El 28 de septiembre de 2020, durante el 177º Periodo de Sesiones, la CIDH sostuvo una Reunión de Trabajo para dar continuidad al seguimiento de los compromisos asumidos en los casos del Comunicado de Prensa Conjunto.
6. En 2020, la CIDH solicitó al Estado información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe 112/00 el 6 de agosto. El Estado presentó dicha información el 10 de octubre de 2020. 
7. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 6 de agosto de 2020. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información por parte de los peticionarios. La Comisión observa con preocupación que los peticionarios no han presentado información desde la publicación del Informe de Fondo Nº 112/00.
IV. Análisis relativo a la información proporcionada

8. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2020 es relevante para actualizar el seguimiento del caso en tanto que aporta datos relevantes sobre medidas adoptadas recientemente relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 112/00. 
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
9. En relación con la primera recomendación, en 2018 el Estado reiteró en relación a la investigación sobre la desaparición forzada del señor Cruz que mediante Resolución de Ampliación de Investigación Nº 01-2016 del 17 de noviembre de 2016, la Fiscalía Provincial Especializada en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad resolvió ampliar el plazo de la investigación por su complejidad y programó distintas diligencias incluyendo declaraciones testimoniales, solicitudes de información y una inspección arqueológica forense, tendientes al esclarecimiento de los hechos relacionados con la desaparición del señor Cruz
. Asimismo, la Fiscalía del Distrito Fiscal de Huánuco decidió ampliar el plazo de la investigación por su complejidad por 180 días, mediante Resolución Nº 04-2017, del 9 de octubre de 2017. En 2018, el Estado informó que mediante Resolución Nº 05-2018, de 22 de enero de 2018, la Fiscalía del Distrito Fiscal de Huánuco indicó que de acuerdo a las declaraciones brindadas por ex oficiales de la Policía Nacional de Perú, la desaparición del señor Cruz se habría producido en el ex puesto policial de Tulumayo, ubicado cerca al pueblo de Santa Lucía de la carreta marginal, más no en las instalaciones de la Comisaría de Aucayacu como se habría estado considerando de forma errónea desde el inicio de la investigación. El Estado indicó que, en 2018, la Fiscalía Provincial Especializada en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad Sede Huánuco, se convirtió a la Fiscalía Supraprovincial Especializada en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad Sede Satipo del Distrito Fiscal de la Selva Central, la cual actualmente encuentra a cargo de la investigación sobre la desaparición forzada de la víctima. En este sentido, mediante Resolución de Ampliación de Investigación Nº 05-2018-MP-FN-FSPEDTLH-SATIPO, el 23 de julio de 2018, el Fiscal Adjunto Provincial Titular Especializado en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad de la sede Satipo solicitó a la Coordinación de la Fiscalía Superior Penal Nacional y Fiscalías Supraprovinciales Penales de Lima la ampliación de competencia para continuar con el desarrollo de la investigación. En la misma Resolución, se dispuso solicitar a la División Médico Legal de Huánuco el desplazamiento de un antropólogo forense a fin de que con la participación del Fiscal responsable realice la diligencia de toma de datos de ficha antemorten, ubicación de posibles lugares de entierro, ubicación de testigos y familiares de la víctima, los días 20 y 21 de septiembre de 2018, en el sector de Tulumayo, provincia de Leonico Prado, departamento de Huánuco. En 2019, el Estado informó que a la fecha no ha sido posible obtener información actualizada sobre las investigaciones realizadas en el ámbito fiscal en el caso antes mencionado. A fin de dar cuenta del impulso dado por la Procuraduría Pública Especializada Supranacional, se remitieron las comunicaciones de solicitud de información hechas al Ministerio Público y a la Fiscalía Provincial Titular de la Fiscalía Supreprovincial Especializada de Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad de Huánaco, en donde, indica el que Estado, está radicada la investigación fiscal del presente caso.  
10. En 2020, el Estado dio a conocer el proceso de readecuación institucional de las Fiscalías encargadas de las investigaciones e informó respecto del desarrollo de las últimas diligencias y la situación actual del caso. Detalló que mediante Resolución N° 1876-2019-FSPNC-MP-FN de 10 de septiembre de 2019, el Fiscal Superior Titular Coordinador de la Fiscalía Superior Penal Nacional y Fiscalías Penales Supraprovinciales dispuso el traslado de la Fiscalía Supraprovincial Especializada en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad del distrito Fiscal de la Selva Central, a la ciudad de Huanuco, atendiendo la Resolución N°2400-2019-MP-FN de fecha 6 de septiembre de 2019, emitida por la Fiscalía de la Nación. En la resolución que dispone el traslado, se determinó dejar sin efecto las ampliaciones de investigación de las Fiscalías Supraprovinciales de Lima, en relación a los casos asignados al departamento de Huánuco, y dispuso además el traslado de las carpetas fiscales a la fiscalía ahora establecida en dicha ciudad. El Estado indicó que la Fiscalía Supraprovincial sería la encargada de continuar con las diligencias ordenadas por la Fiscalía Penal Supraprovincial de Lima por el delito de Desaparición Forzada en contra de la víctima. 
11. Asimismo, el Estado indicó que, en diciembre de 2019, la Fiscalía Supraprovincial Especializada en Delitos de Terrorismo y Lesa Humanidad de Huánuco requirió información a diversas autoridades en relación con las personas presuntamente responsables de la desaparición del señor Cruz Ocalio.: al Ejército peruano se le solicitó la Hoja de Servicios y los lugares donde el señor José Luis Sánchez Gonzales prestó servicios militares; a la Parroquia Jesús Salvador de la Diócesis de Huánuco se le requirieron los datos de identificación y/o generales de ley del padre Roberto Smith, quien se desempeñó como párroco en febrero de 1991; y la Policía Nacional del Perú fue requerida de enviar la foja de servicios del Coronel PNP, Walter Armando Junes Tocre y del Mayor PNP Guillermo Antonio García Maldonado. así como la relación del personal policial que prestó servicios policiales en la Dirección de Operaciones Especiales de Tulumayo, durante el año 1991. Finalmente, el Estado informó de la remisión de dos reportes de información por parte de la Policía Nacional del Perú al Ministerio Público, respecto al Coronel PNP Walter Armando Junes Tocre y del Mayor Guillermo Antonio García Maldonado.
12. El Estado también informó a la Comisión sobre las dificultades que experimentó en el desarrollo de las investigaciones, a raíz de la situación de emergencia global causada por el COVID-19. El 15 de marzo de 2020, se decretó situación de Emergencia Nacional en Perú mediante Decreto Supremo N° 044-2020-PCM, emergencia que fue prorrogada en reiteradas ocasiones hasta su última ampliación fijada hasta el 31 de octubre de 2020. A raíz de estas medidas, la Fiscalía de la Nación dispuso la suspensión de las labores, los plazos procesales y los plazos administrativos de trámite en los despachos fiscales. El Estado indicó que la cuarentena focalizada en el Departamento de Huánuco, estuvo vigente hasta el 5 de octubre, fecha a partir de la cual las actividades de los despachos fiscales y dependencias administrativas fueron reanudadas.  En virtud de ello, el Estado solicitó a la CIDH tomar en cuenta la complejidad del caso y la situación del COVID-19, que podría resultar en la paralización de las labores e impedir el traslado de las fiscales y los fiscales, así como el desarrollo de labores de campo en los posibles lugares de entierro u otras áreas de relevancia para el caso. Sin embargo, el Estado expresó su compromiso para remitir un informe complementario a la CIDH, una vez que se haya obtenido mayor información sobre las investigaciones.
13. Los peticionarios no han proporcionado información sobre las acciones adoptadas por el Estado para cumplir con esta recomendación desde la publicación del Informe de Fondo en el año 2000. 

14. La Comisión valora la presentación de información actualizada en el caso por parte del Estado y reconoce los esfuerzos asumidos para identificar a los responsables y esclarecer los hechos que derivaron en la desaparición del señor Cruz. Al respecto, la CIDH recuerda que el deber de investigar hechos relacionados con la desaparición forzada subsiste mientras se mantenga la incertidumbre sobre la suerte final de la persona desaparecida, pues el derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos, representa una justa expectativa que el Estado debe satisfacer con todos los medios a su alcance
. 
15. La CIDH comprende la situación expuesta por el Estado respecto de las limitaciones institucionales causadas por la pandemia del COVID-19. Pese a ello, la Comisión invita al Estado a continuar con el desarrollo de las diligencias investigativas, de manera efectiva e imparcial, en la medida en que las circunstancias nacionales y locales lo permitan. Asimismo, saluda el compromiso asumido de remitir información actualizada una vez que se tengan mayores datos sobre las investigaciones.  Finalmente, la Comisión exhorta a los peticionarios a que remitan información actualizada para avanzar de manera conjunta con el seguimiento de este caso. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra pendiente de cumplimiento. 
VI. Nivel del cumplimiento del caso 

16. Por lo anterior, la CIDH concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de la Recomendación 1.  
17. La Comisión insta al Estado seguir adoptando las acciones necesarias para avanzar las investigaciones con miras a determinar las circunstancias de la desaparición de la víctima y sancionar a las personas responsables. Al mismo tiempo, la CIDH nota que no cuenta con información actualizada de los peticionarios y en este sentido, les invita a proporcionar información actualizada y detallada sobre las medidas adoptadas por el Estado para cumplir con las recomendaciones emitidas por la CIDH en el Informe de Fondo Nº 112/00.      

VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

18. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de rehabilitación

· Los padres del señor Cruz fueron inscritos en el Registro Único de Víctimas.
· Los padres del señor Cruz se encuentran afiliados al Seguro Integral de Salud como beneficiarios de reparaciones en salud.
Medidas de compensación pecuniaria

· Los padres del señor Cruz fueron reconocidos como beneficiarios del Programa de Reparaciones Económicas mediante su incorporación en el décimo cuarto listado de beneficiaros de dicho programa, aprobado mediante Resolución Ministerial Nº 267-2014-JUS, con un monto de reparación que ascendió a la suma de S/. 5,000 soles. Ambos montos fueron cobrados el 28 de enero de 2015.
B. Resultados estructurales del caso

Legislación/Normativa
· Las leyes de amnistía Nº 26479 y Nº 26492 dejaron de producir efectos jurídicos de acuerdo a lo indicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su sentencia de interpretación de la sentencia de fondo de 3 de septiembre de 2001 en el caso Barrios Altos Vs. Perú.
· El Estado modificó el tipo penal de desaparición forzada previsto en el artículo 320 del Código Penal peruano, mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo Nº 1351, publicado el 7 de enero de 2017. Dicha modificación fue corregida mediante Fe de Erratas publicada el 10 de enero de 2017. El tipo penal establecido en la nueva legislación incluye los elementos de a) la privación de la libertad de una persona, b) en cualquiera de sus formas, c) que la conducta sea cometida por agentes del estado o incluso particulares que actúan con el consentimiento o aquiescencia del Estado; d) y la denegación de la información sobre el paradero de la víctima o negación de reconocimiento de la privación de la libertad.
� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2123. 


� CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2016/docs/InformeAnual2016cap2Dseguimiento-es.pdf" ��Sección D: Estado del cumplimiento de las recomendaciones y soluciones amistosas en casos individuales�, párr. 1835. 


� CIDH, Comunicado de prensa S/N - � HYPERLINK "http://www.cidh.org/Comunicados/Spanish/2001/PERU.htm" ��Comunicado de Prensa Conjunto�. Washington, D.C., 22 de febrero de 2001.  


� CIDH, Informe Anual 2017, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2017/docs/IA2017cap.2-es.pdf" ��Capítulo II, Sección F: Estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH�, párr. 2113.


� Corte IDH, � HYPERLINK "http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_250_esp.pdf" ��Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala�, Sentencia de 4 de septiembre de 2012. Serie C No. 250, párr. 223.
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